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TRIBIJNAL CONSTITUCIONAL

SAI,A SEGUNDA

Excmos .  S res .  :

D. ,José Gabaldón López

D. Fernando García-Mon y

González Regueral

D. Rafael de Mendizábal Allende

D. ,Julio GonzáJ-ez Campos

D. Car les Viver  Pi -Sunyer

D.  Tomás S.  Vives Antón

En eI asunto de referencia

presente p ieza separada,  €1

0 061-3083
L ,

N"  de  Reg is t ro :  4oL2 /94

ASUI\¡TO: Amparo promovido

por don Gonzalo Hernández

Mar t ínez .

CONTRA: Sentencia de Ia

Sala Segunda de1 Tribunal

Supremo de 27 de octubre de

1,994, dictada en causa

especia l  contra aforado,  y

Auto de la misma SaIa, de

23 de noviembre de L994,

resolviendo solicitud de

aclaración de Ia anterior

Sen tenc ia .

SOBRE: Presunta infracción

de  l os  a r t s .  L4  y  23 .2  C .E .

Ia Sala ha acordado d ic tar ,  en

siguiente1a

A U T O

A¡ITECEDEÑTES

1. EI 14 de diciembre de 1994 se registró en est,e fr ibunal

escrito mediant,e eI cual el Procurador de los Tribunales don

Robert.o P. Granizo Palomeque, en nombre y representación de don

Gonzalo Hernández Martín, interpuso recurso de amparo contra la

Sentencia dictada por la Sala Segunda del Tribunal Supremo el

dia 27 de oct,ubre de 1994, donde se condenó aI demandante, como

autor de un deli to de inf idel idad en Ia custodia de document.os,

a las penas de un año de prisión menor y multa de ciento

c incuenta mi l  pesetas,  con arresto sust i tu tor io  de quince días
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en caso de impago, así como a la de seis años y un día de

inhabil i tación especial para todo cargo público electivo, más

accesorias. En Ia demanda de amparo se nos dice que Ia

imposición de Ia pena de inhabil i tación especial infr inge 1os

ar t ícu los L4 y  23.2 de la  Const i tuc ión y ,  de conformidad con

ello, s€ pide que declaremos 1a nulidad de Ia Sentencia

recurrída en eI part. icular correspondiente a la imposición de Ia

mencionada pena privativa de derechos <<que habrá de l imitdrse

en su a lcance y efectos a la  inhabi l i tac ión especia l  para eI

cargo de AIcaIde,  Conceja l  u  ot ros anáIogos,  c i rcunscr i tos a1

ámbito de Ia Administración local, y €tr ningún caso con relación

aI cargo de Senador de Ia presenLe legislat,ura por la

c i rcunscr ipc ión de Mel i l1a,  eü€ actualmente ostenta>>.  En e l

lugar correspondiente se interesa que sea suspendida 1a

ejecución de Ia Sentencia impugnada en cuanto a la

inhabil i tación del cargo de Senador, ya que consist iendo Ia

pretensión en el reconocimient.o del derecho a conservar ese

escaño de Senador, 1a ejecución anticipada de dicha pena haría

perder su f inal idad aI amparo.

2. I - ,a  Sección Cuar ta,  en prov idencia de 4 de abr i l  de 1-995,

acordó formar la correspondiente píeza separada y concedet' en

el Ia  un p lazo común de t res días aI  u in is ter io  F iscal  y  aI

demandante para que dentro del mismo pudieran alegar cuanto

est, imaran pert, inente en relacíón con la medida cautelar

so l i c i t ada .

3.  EI  F iscal  a lega,  € f l  esenciar  eu€,  como eI  propio actor

reconoce,  1a e jecución de Ia  pena de inhabi l i tac ión especia l  no

haría perder aI amparo su f inal idad, si bien eIIo dependerá de

Ia fecha en que se resuelva eI recurso de amparo y eI t , iempo que

dure eI mandato de Senador que ahora tiene recibido e1

recurrente. En principio, y f lo habiendo de momento otras razones

en contra, rro parece procedent,e acceder a Ia suspensión, por

exigir lo así, eI interés general que toda ejecución comporta y
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Ia presunción a su favor gue las sentencias f irmes t ienen, sin

perjuicio de 1o que más adelante pueda decidirse de acuerdo "con

las c i rcunstancias concurrentes.

4. EI demandante de amparo, reiterando los argumentos

expuest,os en su escrito inicial,  ha hecho saber a este Tribunal

que Ia propia Sala Segunda del Tribunal Supremo ha suspendido la

e jecución de la  pena de inhabi l i tac ión especia l  mientras este

Tribunal resuelve el presente incidente y, destacando la

s imi l i tud ex is tente entre la  suspensión de la  resoluc ión objeto

de un recurso de amparo y la del acto o disposición contra el

que se dir ige un recurso contencioso-administrativo, sostiene

que su pret.ensión ostenta una apariencia de buen derecho, sin

que Ia suspensión interesada pueda causar perjuicio alguno aI

in terés genera l  n i  a  terceros.

FI'NDAIIENTOS iTÍJRIDICOS

1. Aunque Ia IJey Orgánica de este Tribunal no lo diga así,

explícitamente, r lo parece discutible que la interposición de1

recurso de amparo, por su propia naturaleza intrínseca, no obsLa

a la  v igencia,  e fect iv idad o e jecutor iedad de 1as d isposic iones

generales, actos de Ia Administración o de cualquier otra

inst i tuc ión del  Estado y sentencias,  que son su objeto.  Es una

consecuencia de Ia presunción de legit imidad que alcanza a todas

Ias actuaciones de los poderes púbIícos, presunción inherent,e

a Ia  entera act iv idad púbI ica ( leg is Iat iva,  e jecut iva y

judicial) que está presente y operante, aunque implícita, en la

Const i tuc ión y  a las veces expl íc i ta  en eI  resto udel

ordenamiento jurídico.

Ahora bien, como contrapeso de tal presunción nuestro

s is tema de just ic ia  const i t .uc ional  conf i -gura Ia  pos ib i l idad de

que este Tribunal suspenda Ia ejecución de1 acto de los poderes
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públicos por raz6n del cual se reclama el amparo. Desde una

perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, gu€

cumple una función de equil ibrio entre e1 poder y la Iíbertad,

conectándose direct,a e inmediatamente a garantía de 1a

efect iv idad de Ia  tu te la  jud ic ia l  que consagi ra e l  ar t .  24 de

nuestra Const i tuc ión.  En efecto,  €1 sopor te de ta l  medida

consis te en eI  r iesgo o la  cer teza de que la  e jecución

ocasionara un perjuicio que haría perder a1 amparo su f inal idad,

según dice eI art. 56 de nuestra Ley Orgánica, convirt iendo así

una event,ual sentencia favorable en una mera declaración de

buenos propósi tos,  desprov is ta de ef ícac ia práct ica.  *  r ,d

suspensión preventiva del acto o disposición objeto del proceso

de amparo exige una delicada ponderación de Ios intereses

generales o 1os derechos fundamentales de terceros, cuya

perturbación grave o lesión actúa como Iímit,e de la medida

cautelar y el interés part icular del demandante en amparo. En

ta l  aspecto es e l  potencia l  per jud icado quien ha de
just i f icar lo .  Por  ot ra par t ,e ,  €1 anáI is is  de ta  s i tuac ión ha de

hacerse sin prejuzgar Ia cuestión principal, aun cuando en

ocasiones pueda resultar inevitable y hasta conveniente una

mirada aI  sos layo.

2.  E l  anál is is  de los in tereses en conf l ic to ,  dentro del

caso concreto que nos ocupa, desvela ante todo que existe un

interés general latent,e, int,rínseco a Ia ejecutoriedad de loda
sentencia definit iva y f irme, como exigencia inherente a la

efecE. iv idad de la  tu te la  jud ic ia l ,  cuya p len i tud só lo así  se

alcanza. oesde Ia perspectiva opuesta, €I cumplimiento de Ia

condena a la pena de inhabil i tación especial impuesta en la

Sentencia impugnada implicaría Ia pérdida definit iva del escaño

de Senador por Ia circunscripción de Me1il la que act,ualmente

ocupa eI demandant.e. Así 1as cosas, es notorio que eI hipotético

éxito f inal de1 amparo quedaría vacío de contenido práctico por

resultar imposible la resti tut, io in inteqrum o restablecimiento

en sustancia y  to ta l  de Ia  s i t ,uac ión jur íd ica preexis tente,  gu€

es Ia f inal idad del amparo constitucional y que no cabe
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sustituir en principio por una indemnización de dañoq y

perjuicios, pronunciamiento vedado a este tr ibunal (art. 58

LOTC).  Por  ot ra par te,  Ia  durac ión media de un proceso de este

tipo, eu€ puede f i jarse en dieciocho meses, podría conllevar el

efecto adicional de impedirle intentar la renovación de su

mandato para e1 Senado mediante el ejercicio del derecho de

sufragio pasivo, comprendido en Ia inhabil i tación. ¡ ' inalmente,

demorar Ia ejecución de Ia pena sóIo produce en el presente caso

una cierta perturbación, nunca grave, de 1os intereses generales

y no lesiona derecho fundamental alguno de t,erceras personas.

En virtud de 1o expuesto, la Sala acuerda suspender durante

Ia tramitación deI presente recurso de amparo la ejecución de Ia

pena de inhabil i tación especial para todo cargo púbIico electivo

impuesta por tiempo de seis años y un día aI demandante. de

amparo en Ia Sentencia impugnada.

Madrid,

c i nco .

a cinco de junio de mil novecientos noventa y

*fob
,u)?
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